
 

El Carabobeño 

New York Times: Venezuela vive la peor crisis 
económica para un país sin guerra 
Por 
 Redacción Web 
 - 
18 de mayo de 2019 10:45 pm 

Un grupo de hombres llenaban envases de plástico con agua de un arroyo sucio, su única fuente de líquido durante los días 

en que no les llega el suministro. Foto Meridith Kohut para The New York Times 

 

El colapso de Zimbabue con Robert Mugabe. La caída de la Unión Soviética. La desastrosa crisis de Cuba en 

la década de los noventa. El desplome de la economía de Venezuela ha superado todos esos desastres. 

The New York Times publica un extenso trabajo sobre Venezuela, país del que señala 

que experimenta el mayor colapso económico sucedido en un país sin guerra en al menos 45 años, 

según los economistas. 

“Cuesta pensar en una tragedia humana de esta magnitud que no sea producto de una 
guerra civil”, comentó Kenneth Rogoff, profesor de economía de la Universidad de Harvard que 
fue el economista en jefe del Fondo Monetario Internacional (FMI). “Este puede ser el ejemplo más 
sobresaliente de políticas desastrosas en décadas”. 
Para encontrar niveles similares de devastación económica, los economistas del FMI mencionan a 

países devastados por la guerra, como Libia a principios de esta década o Líbano en los setenta. 

No obstante, Venezuela, que fue el país más rico de América Latina, no vivió un 
conflicto armado. Según los economistas, el mal gobierno, la corrupción y las políticas 

erróneas del presidente Nicolás Maduro y su predecesor, Hugo Chávez, desataron una inflación 

desenfrenada que clausuró empresas y destruyó al país. Además, en meses recientes, el gobierno de 

Donald Trump ha impuesto duras sanciones para tratar de paralizar todavía más a esta nación. 

Mientras la economía del país se desplomaba, grupos paramilitares tomaron el 
control de poblaciones enteras, los servicios públicos colapsaron y el poder adquisitivo de la 

mayoría de los venezolanos se redujo a un par de kilos de harina al mes. 

En los mercados, los carniceros se ven afectados por los apagones frecuentes por lo que, al final de 

cada jornada, compiten para vender la carne en descomposición; quienes antes trabajaban como  
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Un grupo de hombres llenaban envases de plástico con agua de un arroyo sucio, su única fuente de líquido durante los días 
en que no les llega el suministro. Foto: Meridith Kohut para The New York Times. 

 

obreros escarban entre pilas de basura en busca de sobras y plástico reciclable. Los minoristas 

hacen decenas de viajes al banco con la esperanza de depositar varios montones de billetes cuyo 

valor se desvanece debido a la hiperinflación. 

Las recientes medidas de Estados Unidos contra Petróleos de Venezuela, la petrolera estatal 

venezolana, han dificultado que el gobierno de Maduro pueda comercializar el petróleo, que es el 

principal producto de exportación del país. Aunadas a la prohibición estadounidense a 

comercializar bonos venezolanos, el gobierno de Trump ha dificultado la importación de productos, 

desde alimentos hasta medicinas. 

Maduro culpa a Estados Unidos y a la oposición venezolana por la hambruna generalizada y la falta 

de suministros médicos, pero los economistas independientes afirman que la recesión 
comenzó años antes de las sanciones que, si acaso, aceleraron el colapso. 

La escasez ha sumido a buena parte de la población en una crisis humanitaria que se profundiza, 

aunque un grupo importante de los mandos militares y funcionarios de alto nivel que 
siguen siendo leales a Maduro pueden tener acceso a los recursos que quedan para 
sobrevivir, o incluso se enriquecen de manera ilegal. 

Venezuela tiene las mayores reservas comprobadas de petróleo en el mundo pero su producción, 

que alguna vez fue la más grande de América Latina, ha caído más rápido en el último año 
que la de Irak después de la invasión estadounidense en 2003, según datos de la 

Organización de Países Exportadores de Petróleo. 

La hiperinflación de Venezuela, que se espera que alcance los diez millones por ciento 
este año, según el FMI, está en camino de convertirse en el más largo periodo de 
aumentos incontrolados de precios desde el que se vivió en el Congo en la década de 1990. 

“En esencia, este es un colapso absoluto del consumo”, mencionó Sergi Lanau, economista en jefe 

adjunto del Instituto de Finanzas Internacionales (IIF, por su sigla en inglés), una asociación 

comercial financiera. 

El instituto calcula que, durante el gobierno de Maduro, la caída en el rendimiento económico de 

Venezuela ha experimentado el declive más pronunciado que haya tenido un país que no está en 

guerra desde 1975. 

Para fin de año, el producto interno bruto venezolano habrá disminuido un 62 por 
ciento desde el comienzo de la recesión en 2013, que coincidió con la llegada al poder 
de Maduro, según las estimaciones del IIF (el gobierno de Venezuela no ha publicado sus 

estadísticas macroeconómicas oficiales desde 2014, lo que obliga a los economistas a depender de 

indicadores como las importaciones para calcular la actividad económica). 

En comparación, el declive económico promedio en las antiguas repúblicas soviéticas fue de 

alrededor del 30 por ciento durante el punto más álgido de la crisis a mediados de la década de los 

noventa, según cálculos de la asociación. 

Por ahora, el gobierno está concentrando sus pocos recursos en la capital, Caracas. La presencia 
del Estado es cada vez más débil en el interior del país, y su ausencia es particularmente 

visible en Zulia, el estado más poblado de Venezuela. 

Su capital, Maracaibo, alguna vez fue el enclave petrolero de Venezuela. En marzo, un apagón sumió 

al estado en una semana de oscuridad y caos que dejó 500 negocios saqueados. 

Según el IIF, los ingresos reales en Venezuela han caído a niveles nunca vistos en el país 
desde 1979, lo que ha ocasionado que muchas personas sobrevivan de tareas como recoger leña, 

recolectar frutas y acarrear agua de los arroyos. 

“El gobierno habla de soluciones en el mediano y largo plazo, pero el hambre sucede ahora”, declaró 
Miguel González, director del consejo comunal del barrio Arco Iris en Maracaibo. 

González dijo que perdió su empleo en un hotel cuando fue saqueado en marzo, las personas que 

irrumpieron en el local arrancaron hasta los marcos de las ventanas y el cableado eléctrico. Ahora 

recoge ciruelas silvestres que vende por unos cuantos centavos en los parques de la ciudad. La 



mayoría de la dieta de su comunidad consiste en frutas silvestres, alimentos elaborados con harina 

de maíz frita o cocida y caldo de huesos de res, dijo. 

En el otro lado del estado de Zulia, en el pueblo ganadero de Machiques, el colapso económico ha 

diezmado la industria de la carne y los lácteos que suministraba estos productos a todo el país. 

Los apagones eléctricos hicieron que cerrara el matadero, que alguna vez fue uno de los más 

grandes de América Latina. Grupos de hombres armados extorsionan a los ganaderos que todavía 

mantienen sus rebaños y les roban ganado. 

“No se puede producir si no hay ley”, manifestó Rómulo Romero, un ganadero de la localidad. 
 

 
El matadero de Machiques, que alguna vez fue uno de los más grandes de América Latina, ha estado inactivo por los cortes 
de energía eléctrica. Foto: Meridith Kohut para The New York Times 

 

Los comerciantes locales se han unido para ayudar en la reparación de las líneas eléctricas y 

mantener las torres de telecomunicaciones en funcionamiento, también colaboran con la 

alimentación de los trabajadores públicos y buscan diésel para los generadores eléctricos de 

respaldo. 

Lee el trabajo completo en The New York Times. 
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  El Carabobeño 

Licoreros de San Joaquín denunciaron  

que policías cobran vacuna 

Por 

 Redacción Web 

 - 

2 de junio de 2015 10:34 pm 

Darío Sánchez García || dsanchez@el-carabobeno.com 

Los licoreros de San Joaquín denunciaron el cobro de vacuna por parte de funcionarios 

de la Policía Municipal, durante las aplicaciones de multas en los locales, en una 

asamblea en el Concejo Municipal en la que asistieron además de representantes de 

gremio, los ediles y el director de la policía. 

Los dueños de negocios que expusieron sus quejas coincidieron en que además de las 

extorsiones por 500 bolívares, funcionarios también se extralimitan, abusan, en la 

aplicación de la Ordenanza de Convivencia Ciudadana, acciones que según ellos, limita 

sus derechos al libre trabajo. 

Cheo Salcedo, Luis Sánchez, Juan Carlos Oviedo y Carlos Oliveros, todos dueños de 

licorerías, insistieron en denunciar “agresiones” y “atropellos” por las actitudes 

“violentas” de los funcionarios. Estas quejas fueron el principal argumento de los 

demandantes. 

Marilin Vázquez, comerciante, acusó, en el mismo contexto, que un funcionario de la 

policía rentó el local, Pollo a la Broster “El Cuadro”, al que según ella no se le aplican 

las ordenanzas y al que señaló de reunir a uniformados para beber cervezas sin 

ninguna restricción. 

José Sevilla, abogado defensor del gremio, apuntó que la policía ni la dirección general 

de la alcaldía están facultadas para aplicar multas, por lo que las actas administrativas 

y los procedimientos aplicados a los licoreros son “nulos”, con “vicios de forma y 

fondo” que pueden ser comprobados en un tribunal. 

Las multas son competencias de Hacienda Municipal que también debe respetar el 

debido derecho a la defensa de los multados, obligación que tampoco se cumplió, 

añadió Sevilla. 

La concejala Edenia Guillén, vicepresidenta del Concejo Municipal, respaldó las 

denuncias de los comerciantes. 

Esta asamblea fue convocada por “irregularidades” en contra de los licoreros. “Han 

violentado los parámetros de la ordenanza y han pasado por encima del cuerpo 

edilicio”, acusó. 

https://www.el-carabobeno.com/
https://www.el-carabobeno.com/author/adminec/
https://www.el-carabobeno.com/


Guillén añadió que la ordenanza establece que la dirección de Hacienda Municipal es 

la encargada de aplicar actos administrativos y que el contribuyente tiene diez días 

para refutar y defenderse. 

Actas no multas 

Antonio López, director de la Policía Municipal, apuntó que él levanta actas sobre las 

licorerías que infringen la ordenanza, pero que no coloca multas por no tener 

competencia para ello. 

“La norma establece sanciones y yo soy un operador de la ley”, argumentó el también 

abogado. 

La función como jefe del cuerpo de seguridad es velar por el cumplimiento de las 

ordenanzas municipales que los concejales aprueban. La culpa de que esté prohibido 

beber frente a las licorerías es de la norma, no mía, insistió López. 

El también presidente del Cuerpo de Bomberos pidió las evidencias de los casos 

planteados sobre supuestas extorsiones, infracciones por parte de funcionarios y todos 

los alegatos expuestos, para emprender investigaciones. 

Al final de la asamblea se fijó una reunión a las 2 de tarde de este jueves en el Club 

Estrellas del Ayer, en la que están invitados la directora de Hacienda Municipal, el 

Síndico Procurador, la GNB, la Policía Municipal, la Policía de Carabobo, los 

representantes legales de los licoreros y los dueños de los negocios, en la que se espera 

sea alcanzado un acuerdo en el que no se transgreda la ordenanza y tampoco se afecten 

los ingresos de los comerciantes. 

  



El Carabobeño 

Detenido fiscal de la 

Superintendencia de Precios 

Justos por extorsión 
Por 

 Redacción Web 

 - 

28 de diciembre de 2014 12:55 pm 

AVN 

El ciudadano Ivanhoe René Rivera, quien ejercía funciones como fiscal adscrito a la 

Superintendencia de Precios Justos, fue detenido por efectivos del Regimiento de Seguridad Urbana 

del CZGNB-43 al comprobarse que extorsionaba a los comerciantes de la parroquia Catedral, de 

Caracas. 

La información la dio a conocer por el jefe del comando, G/B Fabio Enrique Zavarse Pavón, quien 

indicó que la detención de Rivera, registrada en una zapatería entre las esquinas de Marrón y 

Pelota, en Caracas, se logró con la activación del Patrullaje Inteligente en el sector, reseña la página 

web del Ministerio para Relaciones Interiores, Justicia y Paz (www.mpprij.gob.ve). 

Rivera, quien será puesto a la orden del Ministerio Público, fue capturado in fraganti cuando 

extorsionaba al dueño de la zapatería. Las autoridades le incautaron la cantidad de 3.092 bolívares, 

dos teléfonos celulares y varios documentos personales, depósitos y actas de fiscalización a diversos 

establecimientos comerciales a los que extorsionaba a cambio de evitar multas por parte de la 

Superintendencia de Precios Justos. 

El G/B Zavarse indicó que las víctimas manifestaron que el exfuncionario les exigía una alta suma 

de dinero cada semana. En este caso pretendía cobrar 20.000 bolívares y entre los documentos 

incautados se observaron depósitos de hasta 500.000 bolívares, presuntamente procedentes de 

otras víctimas. 
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El Carabobeño 

Cierre de comercios en Valencia se incrementó 

120% en 2016 

Cinco factores puntuales causaron esta situación. La caída de las importaciones 

lidera la lista al tratarse de una caída de 90% en la llegada a los puertos del país 

de los productos que se comercializan en los anaqueles, afirmó Guillermo 

Manosalva 

Por 
 Dayrí Blanco 
 - 
9 de enero de 2017 3:30 pm 

 

(Foto referencial - Rafael Freites) 

 

Hay santamarías que no se han subido más. Se mantienen abajo, con sus candados resguardando la 

nada. Están en silencio, ya no se les escucha cada mañana al ser abiertas ni en las tardes cuando la 

jornada termina. Han sido cerradas de manera definitiva ante condiciones económicas que no dan 

tregua. Es una realidad que ha tocó a mil 100 establecimientos durante 2016 en Valencia, 120% más 

que el año anterior. 

LOCALES DE REPUESTOS DE VEHÍCULOS, TELEFONÍA Y TECNOLOGÍA, 
CALZADOS Y TIENDAS DE ROPA FUERON CERRADOS 

Los números del balance del sector no son alentadores. Guillermo Manosalva, presidente de la 

Cámara de Comercio de la capital carabobeña, recordó que para 2015 fueron 500 los locales que 

cesaron sus actividades en una crisis que ha desatado la agudización de las cifras de desempleo en la 

región: En 2016 tres mil 300 personas perdieron su estabilidad laboral que se sumaron 

a los mil 500 afectados del periodo anterior. 
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Cinco factores puntuales causaron esta situación. La caída de las importaciones lidera la lista al 

tratarse de una caída de 90% en la llegada a los puertos del país de los productos que se 

comercializan en los anaqueles. Lo poco que se logró comprar en el extranjero responde a algunos 

alimentos y medicinas que se exhibieron a precios que obedecen a la tasa libre del dólar, “en un 

negocio autorizado por el propio Gobierno”. 

La paralización de 70% de las líneas de producción del país fue el segundo elemento que jugó en 

contra del sector. Se sumó la política cambiaria errada que “se presta para mucha discrecionalidad”, 

las fiscalizaciones que se tradujeron en un acoso programado a los comerciantes y como último 

factor involucrado en esta crisis figuran los cambios monetarios anunciados y postergados que 

causaron malestar y una severa falla en la liquidez del dinero y los ahorros de los venezolanos que 

provocó desórdenes sociales en algunas zonas. 

LOS MÁS AFECTADOS 

Las santamarías fueron cerradas de manera definitiva en su mayoría en locales de repuestos de 

vehículos, telefonía y tecnología, calzados y tiendas de ropa, que son los establecimientos que más 

dependen de la importación de productos. 

Para el arranque de 2016 la reposición de los inventarios en los comercios de Valencia 

no llega a 10%. Todo indica que el desabastecimiento se incrementará conforme pasen los meses, 

de acuerdo a las proyecciones de la Cámara que también alertan que solo 40% de establecimientos 

que aún permanecen activos lograrán abrir para finales de enero, el resto esperará mejores 

condiciones para hacerlo. 

Pero las expectativas no son positivas. Manosalva advirtió que aunque el Gobierno tenga sus 

esperanzas sobre el posible incremento de la cesta petrolera, es un hecho que no sucederá de 

acuerdo al plan. “La realidad será que habrá menos dólares para importar y el panorama para este 

año será peor”. 

  



Auge de extorsiones, otro golpe para 
comerciantes en Venezuela 
Por Corina Pons 

5  M I N .  D E  L E C T U R A  
 

 

CARACAS (Reuters) - Un inmigrante portugués, que hace 25 años abrió su comercio en 

una zona industrial en Caracas, guarda cada semana fajos de billetes en una bolsa negra, a 

la espera de una llamada. 

Del otro lado de la línea, una voz juvenil le pregunta si va a pagar y, en minutos, un 

motorista pasa a recoger los 5.000 bolívares (un poco menos que el salario mínimo 

mensual) que le cobra una banda criminal desde hace un año por no volver a atacar a tiros 

su venta de materiales de construcción. 

“Me negué la primera vez que llamaron y un viernes amaneció la santamaría (cortina de 
acero) del negocio tiroteada. Otro día pasaron en moto disparando a media mañana”, contó 
el comerciante. 

“Aquí todos pagan. El que diga que no paga, miente”. 
Autoridades y empresarios reconocen que la extorsión es un delito en auge en Venezuela, y 

que se está propagando desde las zonas fronterizas azotadas por el contrabando y las bandas 

criminales hasta las principales ciudades del país. 

Para el Gobierno de Nicolás Maduro, es un delito importado por paramilitares colombianos. 

Los comerciantes, en cambio, creen que es otra muestra de que la extendida impunidad 

sigue avivando el crimen en uno de los países más violentos del continente. 

Y el problema no es sólo de seguridad; corre el riesgo de perturbar aún más la economía en 

recesión porque muchos de los empresarios terminan incluyendo estos gastos en los precios 

finales, echando leña a la inflación más alta de América. 

“Esto que pago va en los precios”, confesó el minorista, quien pidió proteger su identidad y 
que cada mes destina a la “vacuna” unos 100 dólares, o cerca de 20.000 bolívares 
calculados a la tasa de cambio oficial más alta. El equivalente a tener un trabajador más en 

la nómina. 

Aunque es difícil medir la dimensión real de la extorsión, el año pasado la fiscalía concluyó 

215 investigaciones por extorsión y secuestro, un salto frente a las 82 del 2013. No hay 

cifras disponibles para este año. 

Con todo, organizaciones no gubernamentales calculan que los números son mucho más 

elevados. 

Una encuesta hecha por el Observatorio Venezolano del Delito Organizado con el auspicio 

de la Unión Europea, reveló que la extorsión está “muy presente” para 34 por ciento de los 
3.500 hogares urbanos consultados entre julio y agosto y “más o menos presente” en la 
zona donde vive otro 29 por ciento. 

Hace dos años, sólo una cuarta parte de los entrevistados dijo tener conocimiento de casos 

de extorsión cerca de su casa. 

“Eso es paramilitarismo. Y está no sólo aquí (en el fronterizo estado Apure), sino en 
Caracas también. No cerremos los ojos”, dijo hace unos días el presidente de la Asamblea 
Nacional, Diosdado Cabello, justificando la decisión de Maduro de cerrar varios pasos en la 

frontera con Colombia. 

Las autoridades de Venezuela han movilizado gran parte de su fuerza militar y policial a las 

barriadas, buscando desmantelar bandas que expertos describen como pequeños ejércitos 

con armas de guerra y muy coordinados entre ellos. 

 

GASOLINA PARA LOS PRECIOS 

Empresarios consultados por Reuters, que pidieron no revelar su identidad, admitieron que 

disfrazan los recurrentes pagos por extorsión como gastos operativos en su contabilidad 

para proteger sus ganancias y esquivar las regulaciones del gobierno socialista, que 

supervisa sus costos. 

Por temores a represalias y a que los criminales terminen sin castigo, muchos comerciantes 

no denuncian los chantajes. 

“No dejas de pagar impuestos, y además cancelas este impuesto adicional”, afirmó Víctor 
Maldonado, director de la Cámara de Comercio de Caracas. “La inseguridad incrementa el 
costo y el precio de los productos”, agregó en su oficina. 



Un 20 por ciento de los 400 miembros de la Cámara cerró sus negocios el año pasado por 

un cóctel de recesión e inseguridad. 

El ministerio de Interior y Justicia no respondió a los pedidos de comentarios hechos por 

Reuters. 

Después de que en septiembre unos motoristas lanzaron una granada en una zapatería cerca 

de la frontera con Colombia, Alberto Quintero, dueño de un local de pinturas de una ciudad 

cercana, admitió que él también recibe amenazas intermitentes. 

La última vez que pagó 30.000 bolívares fue hace seis meses. 

“Vivimos en un estado de zozobra. A veces uno acude a la policía, pero ni siquiera vienen”, 
dijo. 

 
  



PRINCIPALES,SUCESOS26 JULIO, 2016 

Nuevo método de extorsión es realizado 
desde comisarías policiales y vía 
telefónica 

by VANESSA MORENO LOSADA | @MORELOSADAV 

 

“Buenas señorita. Le llama el „uno‟ de los Tupamaros. Cumplo con decirle que hay 

personas en su entorno que lo quieren ver mal, así que le aconsejo que nos pague 1.000.000 

de bolívares esta noche (…) Tengo todo sobre ti, tengo fotos, tengo nombre, tengo cédula, 
dirección exacta (…) Esas personas quieren que te hagamos cualquier tipo de daño, yo soy 

un sanguinario y puedes quedar fea para la foto (…) Tú puedes hacer una llamada a un 
amigo que te pueda ayudar, un amigo que te preste el dinero. Solo quiero un voto de 

confianza donde veamos que no te estás negando a colaborar con nosotros (…)”. 
Luego de las investigaciones policiales, que no reposan en una denuncia formal, se 

determinó que esta llamada, hecha a una comerciante del oeste de Caracas procedía de 

la Comandancia General de la Policía de Lara en Barquisimeto. 

“Que te quede claro, cuando debemos pagamos como sea y cuando nos deben cobramos 
hasta con la vida; yo mismo me bajo y mato señorita. (…)”, dijo la voz del otro lado de la 
línea celular Movilnet. Otra voz, con jerga delictiva, tomó el aparato y dijo: “Aló jefa, dale 
mami sabes que estás saliendo cuca. ¿Estás clara verdad que sí? Tú sabes que esto hubiese 

sido de otra manera si nosotros hubiéramos querido. No te vuelvas loca, no quiero que 

comentes esto a otras personas”, exigió el supuesto lugarteniente del “comandante”. 
El contacto con la víctima tuvo lugar en la penúltima semana del mes de julio y duró 20 

minutos aproximadamente. El consejo de los funcionarios del Cuerpo de Investigaciones 

Científicas Penales y Criminalísticas (Cicpc) a quienes recurrió la empresaria, como 

allegados, fue apagar el celular por 48 horas para ellos proceder al bloqueo de la línea del 

delincuente. Así lo hizo y el extorsionador desapareció. 

Como ella, otros dos hombres de su círculo social pasaron por el trauma de recibir una 

llamada amenazante, uno un mes antes y el otro en la misma semana. Ambos casos 

siguieron el mismo modus operandi: un teléfono Movilnet, el mismo centro de 

coordinación policial, la identificación como miembro de un colectivo, la amenaza de 

muerte y la aseveración de que conocían “todo” sobre la víctima. Uno de estos compañeros 
sí canceló la cantidad exigida por los delincuentes. 

“Me di cuenta que los datos que tenían eran los que coloqué en una planilla para optar al 
sistema de proveedores del Estado, o sea, que es de libre acceso en la página web 

del Registro Nacional de Contratistas”, contó la víctima. 
Ni el diputado y presidente de la Comisión de Cultos y Régimen Penitenciario de la 

Asamblea Nacional, Richard Blanco; ni el criminólogo Luis Izquiel, quien participó en el 

proceso de consulta de la nueva ley de regulación de telefonía en cárceles, tienen 

conocimiento sobre extorsiones a través de llamadas realizadas desde comandancias 

policiales. 

“Las comisarías se convirtieron en cárceles paralelas, no me extrañaría que el cobro de 

rescate por secuestro, por robo o hurto de vehículos y otras extorsiones se registren dentro 

de las celdas de las policías”, apuntó Izquiel, luego de narrarle los casos registrados 

por Efecto Cocuyo. 

http://efectococuyo.com/category/principales/
http://efectococuyo.com/category/sucesos/
http://efectococuyo.com/principales/nuevo-metodo-de-extorsion-es-realizado-desde-comisarias-policiales-y-via-telefonica/
http://efectococuyo.com/principales/nuevo-metodo-de-extorsion-es-realizado-desde-comisarias-policiales-y-via-telefonica/
http://efectococuyo.com/principales/nuevo-metodo-de-extorsion-es-realizado-desde-comisarias-policiales-y-via-telefonica/
http://efectococuyo.com/author/vanessa-moreno/


A la comerciante los funcionarios que la ayudaron en el trago amargo le indicaron que de 

ese centro policial en Lara han conocido otros casos y que diariamente reciben hasta 300 

denuncias de extorsionadores que resultan tener como domicilio una celda en un centro de 

detención preventiva. Un agente del Cicpc que trabaja en la División Antiextorsión y 

Secuestro dijo que durante sus tres años de trabajo, allí no ha recibido un caso que 

provenga de los calabozos policiales, pero sí de los centros penitenciarios. 

“¿A quién vamos a poner preso si ya está detenido? Les recomendamos que no atiendan 

más al número o a teléfonos desconocidos”, señaló el funcionario. 
Izquiel, quien también es abogado penalista, recordó que la legislación del país establece 

que si un condenado comete un nuevo delito en su privación de libertad, éste debe ser 

enjuiciado por el crimen y se suma los años a la pena inicial. En caso de ser un procesado, 

el nuevo delito debe ser anexado a su causa procesal. 

En estos centros de reclusión, que deben resguardar a un detenido por 48 horas según lo 

estipula la ley, existen actualmente cerca de 24.000 presos, 2.000 de ellos con una condena, 

según informó el Defensor del Pueblo Tarek William Saab. 

“Esto apunta un hacinamiento enorme en las sedes policiales. Ya hay copias de conductas 

carcelarias, por ejemplo la figura del ‘pran’ y  hay más fugas de comisarías que de 

cárceles porque no tienen infraestructura necesaria para albergar a tantos detenidos”, 
denunció Izquiel. 

Una ley que no alcanza a los calabozos 
La Ley que Regula el Uso de la Telefonía Celular y la Internet en el Interior de los 

Establecimientos Penitenciarios fue publicada en Gaceta Oficial el 15 de julio de este 

año: en la que se establece la responsabilidad del Ministerio para Servicios 

Penitenciarios en la instalación de equipos inhibidores de señal que no afecten a las 

comunidades aledañas a los centros penitenciarios. También este ente será responsable de 

colocar teléfonos públicos fijos para garantizar la comunicación de los reclusos con sus 

seres queridos. 

En sus 15 artículos no menciona la obligación de colocar estos aparatos en los centros de 

detención preventiva. “No puedes legislar sobre lo ilegal. Las celdas policiales no son 
para que una persona permanezca recluida por más de dos días y así lo vamos a proponer 

para la segunda discusión de la reforma de la Ley de Servicio Policial. Tenemos un 

artículos que prohíbe una estadía superior a las 48 horas en una celda policial”, aseguró 
Izquiel. 

Richard Blanco, diputado de la AN y correlator de la Ley que regula el uso de celulares en 

los penales, dio la misma razón que Izquiel y añadió el problema de dejar incomunicado a 

los funcionarios policiales. “Los inhibidores tienen un rango de acción específico y no se 
puede cortar la comunicación a los uniformados que deben recibir llamadas de emergencias 

vía telefónica”, explicó el parlamentario. 
Para el comisario general Elisio Guzmán, director de la Policía de Miranda y Secretario 

de Seguridad de la entidad, es una necesidad tener inhibidores de llamadas en los calabozos 

policiales. “Es un grupo de personas hacinadas y que tienen mucho tiempo para el ocio. 
Siempre van a encontrar la manera de pasar un teléfono”, manifestó. 
Hace seis meses, un allegado a la comerciante del oeste de Caracas le aseguró que también 

había sido víctima de una intento de extorsión telefónica. Por sus contactos en el Servicio 

Bolivariano de Inteligencia Nacional (Sebin) se descubrió que el contacto provenía de un 

móvil ubicado en las celdas de Polimiranda en Los Teques. 

El director de esa institución aseveró a Efecto Cocuyo que en esa sede se instaló 

un inhibidor de llamadas hace cinco meses, aproximadamente. Dijo que ese era el centro 

con mayor cantidad de detenidos, por lo que destinó parte del presupuesto asignado a la 

policía para comprar en bolívares el aparato. No mencionó el episodio de la llamada 

extorsiva. 

Explicó que la responsabilidad de los detenidos en un centro de detención preventiva es del 

jefe policial, por lo que estos deben buscar soluciones al problema. “Siempre vamos a tener 
problemas con las comunicaciones de los funcionarios, porque el equipo inhibidor de señal 

no diferencia de los teléfonos legales y de los que tienen los detenidos. Por eso evaluamos 

la potencia del aparato y el lugar en dónde lo colocamos para poder causar el menor daño a 

nuestras comunicaciones”, agregó. 
El director de Polimiranda ve cuesta arriba la adquisición de otros equipos para las otras 

coordinaciones con calabozos, debido al alto costo del aparato. Espera que la nueva Ley 

traiga consigo la importación de estos equipos y su posterior dotación a los cuerpos 

policiales. 
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NUEVO PASO EN SU GUERRA CONTRA LA INFLACIÓN 

Maduro encarcela a comerciantes para 
controlar los precios 

Nuevas víctimas de la guerra contra la inflación lanzada por Maduro, 
después de que el presidente venezolano alentase el saqueo de 

tiendas

Soldados venezolanos controlan a la multitud que se agolpa ante una tienda de electrodomésticos (Reuters). 

13/11/2013 06:00 

Nuevas víctimas de la guerra contra la inflación lanzada por Nicolás Maduro. 

Después de que el presidente venezolano alentase el saqueo de tiendas y 

anunciase que el control estatal abarcará los precios de bienes de todas las ramas 

de la economía, al menos 28 personas han sido detenidas acusadas de usura, 

especulación y acaparamiento, según informó ayer la fiscal general de 

Venezuela, Luisa Ortega. 

Mientras tanto, continúa la ocupación de comercios. Ortega añadió que se han 

emitido 10 órdenes de captura y que temporalmente se han invadido "tres 

negocios" hasta que sus propietarios aclaren ciertas cuestiones sobre la fijación 

de los precios de los productos. 

Las detenciones se enmarcan dentro de la lucha contra el alza de precios que fue 

declarada por el Gobierno de Caracas, una ofensiva que comenzó 48 horas 

después de que el Banco Central de Venezuela informara de que en octubre 

los precios ascendieron un 5% (con ello, la tasa de inflación ha ascendido en un 

año hasta el 54%) y que incluyó la ocupación de cinco tiendas de una importante 

cadena de electrodomésticos, Daka, por, supuestamente, especular con sus 

productos al detectarse aumentos de precios “injustificados”. 
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Los analistas relacionan la guerra emprendida por Maduro con las elecciones 

municipales del próximo 8 de diciembre -que algunos consideran un plebiscito a su 

Gobierno-, una estrategia que recuerda a las importantes inversiones públicas que 

solía realizar Chávez antes de citas electorales. 

Esta ocupación fue seguida de una orden para confiscar los inventarios de Daka y 

ponerlos de inmediato a la venta a un “precio justo” que se encargaron de 

establecer las propias autoridades gubernamentales. La subasta reunió a miles de 

potenciales compradores, que terminaron saqueando una de las tiendas de la 

población. Entre los asaltantes había incluso militares y agentes de policía. 

La fiscal general de Venezuela aseguró ayer que ha citado a declarar a varias 

personas en relación con este saqueo, ocurrido en Valencia (centro del país), 

sobre el que Maduro sostuvo que se limitó a una única tienda y barajó la 

posibilidad de que actuaran "infiltrados". 

Controlar los precios a un mes de las elecciones 

Tras la promesa presidencial de poner coto a los altos precios en el país 

(promesa lanzada a un mes de les elecciones municipales), miles de 

venezolanos se agolparon durante estos días ante las tiendas de 

electrodomésticos. Pero la algarabía se tornó en frustración a medida que las 

existencias se agotaban y sólo quedaban los productos más caros. 

No obstante, Maduro rechaza que pueda producirse un desabastecimiento por 

la salida al mercado de los bienes intervenidos. "Tenemos pleno control sobre 

almacenes, abastecimiento y garantizamos por todas las vías que todos los rubros 

que vamos a regularizar tendrán su reposición y su flujo natural. Es un chantaje 

este argumento que utiliza la burguesía parasitaria para decir que los dejemos 

quietos, que no los toquemos", dijo en referencia a sus críticos, que aseguran que 

las medidas conducirán al desabastecimiento. 

La nueva ofensiva “contra la especulación”, que Maduro amenaza con ampliar a 

sectores como el de la alimentación, textil y calzado, juguetes y vehículos, 

fue rechazada ayer de nuevo por los gremios empresariales del país, que pidieron 

respetar la "propiedad privada". 

Tribunales especiales contra la “usura” y la Milicia en la calle 

En cuanto a la ofensiva judicial que acompaña a las medidas oficiales para ampliar 

a todos los productos los controles de precios, Maduro anunció ayer la creación 

de una fiscalía y de tribunales especiales para "atender en tiempo real" los 

casos de "usura". El presidente ha ordenado que la nueva fiscalía, “creada de 

manera inmediata para atender todos estos casos de robo descarado", se abocará 

"única y exclusivamente" a resolver estas cuestiones. 

El anuncio llega poco después de que Maduro decretase la movilización de la 

Milicia y del poder popular para apoyar las medidas tomadas por el 



Gobierno en contra de la supuesta especulación. La Milicia Bolivariana fue creada 

en 2005 por decreto de Hugo Chávez y está conformada por la milicia territorial, 

definida como el "pueblo en armas", y los "cuerpos combatientes", integrados por 

miembros de instituciones públicas, universidades o empresas, como la estatal 

Petróleos de Venezuela (PDVSA). Siempre ha sido criticada por la oposición, que 

considera que supone entregar armas a colectivos que no pertenecen ni a la 

Fuerza Armada ni a la Policía.  

El control estatal de los precios abarcará totalidad de bienes y servicios en 

Venezuela 

Las razones de la „ofensiva‟ 

Los analistas relacionan la guerra emprendida por Maduro con las elecciones 

municipales del próximo 8 de diciembre (que algunos consideran un plebiscito a 

su Gobierno), una estrategia que recuerda a las importantes inversiones 

públicas que solía realizar Hugo Chávez antes de citas electorales. La 

oposición, cuyo líder, Henrique Capriles, tampoco goza de mucha popularidad, 

denuncia que los problemas económicos que padece Venezuela se deben a 

la persecución del sector privado, el excesivo control estatal, la descomunal 

corrupción, el fracaso de las nacionalizaciones y la escasez de divisas 

extranjeras para los importadores. 

Sin embargo, la inflación desbocada y el alza de los precios de productos de 

consumo también forman parte de la ecuación. Los vendedores justifican dicha 

subida de precios porque, aseguran, se ven obligados a comprar en dólares en el 

mercado negro, en el que los productos cuestan diez veces más. Este aumento de 

los precios golpea a los ciudadanos pobres, a pesar de los subsidios y programas 

financiados por el maná que conlleva la exportación de petróleo, y ha creado una 

terrible carestía de productos básicos, desde leche hasta papel higiénico, y 

alimentos.  
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La tarde que el caos imperó en Prebo 

(FOTO+VIDEO) 
Por 

 Armando Díaz 

16 de mayo de 2017 1:10 pm

 

Bomba lacrimógena arrojada por la Guardia Nacional Bolivariana a la azotea del edificio Roma (Foto: Armando Díaz) 

La tarde del lunes 15 de mayo, en la urbanización Prebo de Valencia imperó el caos. Las 

manifestaciones y la represión de la Guardia Nacional Bolivariana (GNB) se salieron de 

control. La violencia tomó las calles como un transeúnte más y arrasó con lo que encontró en el 

camino. 

Eran alrededor de las 5:30 de la tarde cuando una cortina de humo negro se elevaba a los 

cielos y le otorgaba un toque caótico a aquel día lluvioso. El edificio de Corpoelec ardía tras el 

ataque de grupos vandálicos, que incendiaron la sede de la institución gubernamental. Se 

repetían los hechos de 2014. 

APUNTABAN A LAS AZOTEAS DE EDIFICIOS 

Tres tanquetas custodiaban la zona y alrededor de 40 efectivos con chalecos, cascos y 

escopetas se ubicaban en los cuatro puntos cardinales de la avenida Andrés Eloy 

Blanco, frente al Shopping Center. Sin pensar en niños, adultos mayores y personas con problemas 

respiratorios, comenzó un brutal ataque con bombas lacrimógenas, no sólo a los manifestantes, 

si no a las azoteas de edificios como el Roma, a unas cuadras del centro comercial y otros dos más 

abajo de la estación de servicio de Prebo. 

Los vecinos desde la azotea y ventanas de sus apartamentos gritaban “asesinos”, “vayanse, aquí 

hay niños por favor”.Eran voces de mujeres, probablemente madres, preocupadas ante una 

situación que quebrantaba toda ley. Atacaban la propiedad privada 
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Las azoteas de estos edificios dejaban escapar el humo irritante de las lacrimógenas, vencidas en 

2013. En el Roma, muchos sufrieron los embates de esas bombas tóxicas que asfixian y generan 

escozor en los ojos. 

Las calles traseras y laterales al centro comercial parecían cubiertas por nubes, la entrada del 

edificio Alejandría se perdía de vista. El humo sofocaba, mientras las unidades tácticas de 

represión avanzaban como una estampida represiva, con las puertas abiertas y un soldado 

que observaba vigilante con su arma en mano, mientras los gritos se repetían y los llantos de las 

mujeres en las terrazas retumbaban, ante el temor de ser allanados, una realidad que esa misma 

noche los atormentaría. 
 

  



 





 


